	SENTENCIA NUMERO: 61 En la ciudad de Córdoba, a los.17.días del mes deabrilde dos mil seis, siendo lasoncehoras, se reúnen en acuerdo público los señores Vocales integrantes de esta Cámara Contencioso Ad​ministrativa de Segunda Nominación, doctores Humberto Sánchez Gavier, Víctor A. Rolón Lembeye y Nora Garzón de Bello, bajo la presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en los autos caratulados "CEIRANO, AMADO SEBASTIAN C/CAJA DE JUBILACIONES, PENSIONES Y RETIROS DE CORDOBA -AMPARO POR MORA" (Expte. Letra "C", Nº 8, iniciado el 28/02/06), sentando las siguientes cuestiones a resolver: PRIMERA CUESTION: ¿Es procedente la demanda de amparo por mora? SEGUNDA CUESTION: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? De acuerdo al sorteo practicado, los Señores Vocales votaron en el siguiente orden: doctor Víctor A. Rolón Lembeye, doctor Humberto Sánchez Gavier y doctora Nora Garzón de Bello.- A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR VICTOR ARMANDO ROLON LEMBEYE, DIJO: I.- A fs.1/2 comparece el actor Sr. Amado Sebastián Ceirano iniciando demanda de amparo por mora de la Administración en contra de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba, de conformidad a los términos del art. 52 de la Constitución de la Provincia y de la Ley Nro. 8508, a fin de que la demandada se expida expresamente en el expediente J-129.365 (iniciado el 11.02.05) mediante el cual se tramita el pedido de jubilación. Señala que con fecha 11.02.05 presentó ante la accionada solicitud de beneficio de jubilación ordinaria, originando el expediente J-129.365 (trámite Nro. 024943036905). Manifiesta que habiendo vencido en exceso el plazo legal establecido para que la demandada se expida, con fecha 14.09.05 solicitó Pronto Despacho a fin de obtener una respuesta expresa sobre la cuestión (Sticker N° 397010036805), haciendo reserva en esa oportunidad de interponer la acción de amparo por mora de la Administración. Señala que a la fecha se encuentran vencidos los plazos del art. 67 inc. g) de la Ley 6658 y art. 74 de la ley 8024, resultando configurada la situación objetiva de demora. Ofrece prueba documental. Los letrados patrocinantes del actor manifiestan su condición tributaria ante la AFIP-DGI como la de Monotributistas, lo que acreditan a fs. 7/8. II.- A fs. 9 se imprime el trámite de ley. A fs. 16/17 comparecen los apoderados de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba, acreditando personería a fs. 12/15 vta., manifestando que la amparista inició con fecha 03.02.05 trámite de Jubilación Ordinaria, comprometiéndose expresamente en el formulario de solicitud a traer ante la Caja el Reconocimiento de Servicios Nacionales, hecho que realiza recién a fines de Junio del año 2005; que el referido expediente administrativo, J-129.365, se encuentra en Oficina de Asesoramiento y Acreditación al Derecho a los fines de analizar y evaluar el eventual derecho que le pudiere corresponder al amparista. Destaca la particular realidad administrativa de la Caja, señalando que ha debido optar por resolver la situación de mas de 15.000 beneficios solicitados entre 2002 y 2003, en las medidas de sus posibilidades, con las limitaciones que la realidad impone. Reitera la existencia de una significativa cantidad de- solicitudes que afectan la capacidad operativa de la de la Caja demandada para poder cumplir con los plazos procesales administrativos y previsionales previstos en la Ley 6658 (T.O.).- Solicitan la imposición de costas por su orden. III.- A fs. 18 se dicta el decreto de autos para sentencia. Firme (fs. 19/20) y consentido el mismo, queda la causa en estado de ser resuelta. IV.- El artículo 52 de la Constitución Provin​cial constituye una eficaz garantía instituida en protección del administrado en su relación con la admi​nistración. Es que como lógica consecuencia del derecho de los ciudadanos de "peticionar a las autoridades", existe la obligación de la administración de responder (art. 19 inc. 9 de la Constitución Provincial), y tal respuesta obligatoriamente debe ser expresa conforme lo sostiene en forma uniforme y pacífica la doctrina y jurisprudencia. (Diez, Manuel "Derecho Administrativo" T. I pág. 250; Ma​rienhoff Miguel "Tratado." T. I. pág. 305). Por su parte la Administración se encuentra obligada a adoptar todas las medidas necesarias, conforme las facultades que le otorgan las normas procedimentales, a fin de producir dentro de los plazos legales estableci​dos por tales normas, las resoluciones expresas requeridas por los administrados, satisfaciendo así el derecho de estos a "ser administrados" que se encuentra tutelado constitucionalmente por la acción de amparo por mora. V.- En el caso sub examine, se advierte que la parte actora presentó Solicitud de Jubilación con fecha 11.02.05 en Expte. J-129.365, lo que acredita, acompañando la "tarjeta rosa" (fs. 4, constancia de iniciación del trámite) y Pronto Despacho de fecha 14/09/05 (fs.5), ante la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba. La demandada admite la existencia del Expediente jubilatorio en trámite, señalando incluso que se encuentra en la Oficina de Asesoramiento y Acreditación al Derecho y pretende justificar la demora, haciendo referencia al cúmulo de causas a resolución. VI.- Reiterando lo expresado en Sentencia Nro. 171/03, dictada en autos "Podoroska. Amparo por Mora", en causa de similar naturaleza fáctica que la presente, el contenido del informe presentado por la Administración demandada con fecha 13/03/05, no constituye en modo alguno el pronunciamiento expreso requerido por el actor en respuesta sobre la procedencia de su beneficio de Jubilación de fecha 11/02/05 y Pronto Despacho formulado el 14/09/05. Por lo demás, las razones coyunturales invocadas para justificar la demora en pronunciarse, no han merecido por parte del legislador una adecuación de los plazos procedimentales vigentes, razón por la cual no puede el juzgador apartarse de los mismos, más allá de que se tengan en cuenta las circunstancias apuntadas en la etapa de ejecución de sentencia. VII.- De conformidad a lo relacionado precedentemente se verifica que efectivamente, la solicitud de jubilación articulada por el amparista ante el Señor Secretario de Previsión Social con funciones a cargo de la Presidencia de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba en fecha 11/02/05, al tiempo de deducirse la acción (28/02/06), no había sido resuelta, en tanto que el Informe de la Administración demandada no satisface el interés del reclamante en los términos del Art. 52 de la Constitución Provincial, al no constituir una resolución expresa ante la solicitud formulada. El Señor Secretario de Previsión Social con funciones a cargo de la Presidencia de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba debió dar satisfacción mediante pronunciamiento expreso, al reclamo del actor. Consecuentemente vemos que se ha configurado la situación objetiva de mora en la Administración que hace procedente la acción de amparo por mora interpuesta. VIII.- En cuanto a las costas, corresponde imponerlas en el orden causado (art.10 ley 8508). Ello así atento la doctrina legal sentada por el Excmo.Tribunal Superior de Justicia in re "Gamond E. c/ Caja de Jubilaciones." (sent.125 de fecha 05-09-00) en atención a la especial naturaleza de la entidad demandada y de los bienes jurídicos que protege, y, por cuanto la adopción de tal criterio por este Tribunal hace a la seguridad jurídica de los justiciables en orden a lo predecible de sus decisiones respecto a la imposición de costas. Así votó. A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR HUMBERTO SANCHEZ GAVIER, DIJO: Compartiendo los fundamentos y las conclusiones arribadas por el Señor Vocal preopinante, voto en igual sentido. A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA NORA GARZON DE BELLO, DIJO: Que por las constancias existentes en autos, adhiere a las conclusiones arribadas por el Sr. Vocal de primer voto, votando en consecuencia en idéntico sentido. A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR VICTOR ARMANDO ROLON LEMBEYE, DIJO: Corresponde: 1) Hacer lugar a la acción de amparo por mora de la Administración interpuesta por el Sr. Amado Sebastián Ceirano, y en consecuencia librar mediante oficio mandamiento de pronto despacho a la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba, en la persona del Sr. Secretario de Previsión Social con funciones a cargo de la Presidencia de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba, para que resuelva expresamente la Solicitud de Jubilación, de fecha 11.02.05, interpuesto por el actor, en el Expediente Nro. J-129.365 en el plazo de treinta días hábiles administrativos, y notifique fehacientemente el acto producido, bajo apercibimiento de ley. 2) Imponer las costas por el orden causado (art.10 ley 8508), regulando los honorarios de los Dres. Alejandro L. Vega y Sebastián Raspanti, en conjunto y proporción de ley, en su condición de Monotributistas, en la suma de Pesos Novecientos ochenta con cuarenta centavos ($980,40) por la tramitación del juicio. Así voto. A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR, HUMBERTO SANCHEZ GAVIER, DIJO: Que compartía el criterio del Señor Vocal de primer voto y en consecuencia dejaba emitido el suyo en idéntico sentido. A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA NORA GARZON DE BELLO, DIJO: Que adhería al criterio del Señor Vocal de primer voto, por lo que emitía el suyo en igual sentido.- Por ello y normas legales citadas, SE RESUELVE: 1) Hacer lugar a la acción de amparo por mora de la Administración interpuesta por el Sr. Amado Sebastián Ceirano, y en consecuencia librar mediante oficio mandamiento de pronto despacho a la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba, en la persona del Sr. Secretario de Previsión Social con funciones a cargo de la Presidencia de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba, para que resuelva expresamente la Solicitud de Jubilación, de fecha 11.02.05, interpuesto por el actor, en el Expediente Nro. J-129.365 en el plazo de treinta días hábiles administrativos, y notifique fehacientemente el acto producido, bajo apercibimiento de ley. 2) Imponer las costas por el orden causado (art.10 ley 8508), regulando los honorarios de los Dres. Alejandro L. Vega y Sebastián Raspanti, en conjunto y proporción de ley, en su condición de Monotributistas, en la suma de Pesos Novecientos ochenta con cuarenta centavos ($980,40) por la tramitación del juicio. 3) Protocolícese y hágase saber. 

	


